
 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA  SUBSECCIÓN  “D” 

 

 

FIJACIÓN TRASLADO EXCEPCIONES 

 

 

EXPEDIENTE N°: 2500023420002020000600        

DEMANDANTE:    FONDO DE PREVISIONDEL CONGRESO DE LA REPUBLICA 

DEMANDADO: JESUS ANTONIO GUERREROGOMEZ Y OTRO 

MAGISTRADO: ISRAEL SOLER PEDROZA 

 

Hoy miércoles, 14 de abril de 2021, la Oficial Mayor de la Subsección 

“D”, deja constancia que se fija en la página web de la Rama Judicial, en 

la cartelera y en la carpeta del público, el escrito de excepciones 

contenido en la contestación de demanda presentada por el apoderado 

de JESUS ANTONIO GUERREROGOMEZ Y OTRO. En consecuencia, se fija 

por el término de un (1) día, así mismo, vencido el día de fijación, se 

mantendrá en la Secretaría de la Subsección “D”, a disposición de la 

parte contraria, por el término de tres (03) días. 

Lo anterior en virtud del art. 175, parágrafo 2 del C.P.A.C.A.  

 























CÉSAR ELQUIN MOSQUERA MOSQUERA 

Abogado Especialista 

Carrera 6 Nº 14 – 98, Oficina 904, Tel 3421852 y 3116056580 Bogotá D. C. 

Bogotá 9 de noviembre de 2020 
 
 
Honorable Magistrado 
ISRAEL SOLER PEDROZA 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda 
Subsección “D” 
rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co, 
 
 

Referencia: 2020-00605 FONRECON VS MARIA 
CATALINA GUERRERO 

 
 
Respetado Magistrado: 
 
 
CESAR ELQUIN MOSQUERA MOSQUERA mayor de edad, vecino de la 
ciudad de Bogotá, identificado con cédula de ciudadanía No. 79.807.703, 
Abogado Titulado con tarjeta profesional No. 116.402,  en ejercicio del 
mandato que me  ha conferido el señor MARIA CATALINA GUERRERO 
VARGAS, mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadanía número 
1.193.515.956,   según poder que adjunto me presento ante su despacho 
con el fin de dar Contestación a la  demanda promovida por Fonprecon en 
contra de mi poderdante y el acto administrativo mediante el cual 
reconoció pensión de jubilación al causante JESUS ANTONIO GUERERO 
GOMEZ  en los siguientes términos: 
 

DEMANDADO: 
 
 
En el presente asunto tiene la calidad de Demandada la señorita  MARIA 
CATALINA GUERRERO VARGAS  titular de la pensión de jubilación 
reconocida por Fonprecon con el acto impugnado a través de medio de 
control de nulidad y restablecimiento del derecho y a quien se le sustituyó 
la prestación en calidad de hija del causante. 
 

MANIFESTACIÓN SOBRE LAS PRETENSIONES 
 
Me opongo a la totalidad de las pretensiones de la demanda por cuanto 
resultan contrarias al orden jurídico y pretenden el desconocimiento de un 
derecho adquirido protegido por la Constitución Política y por la misma 
sentencia C- 258 de 2013. 
 

MANIFESTACIÓN SOBRE LOS HECHOS. 
 

mailto:rmemorialessec02sdtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Sobre los hechos contenidos en la demanda me pronunció así: 
 

1. Es cierto 
2. No es cierto, el causante acreditó 20 años 3 meses y 15 días de 

servicios, no obstante en la Resolución No. 000649 de 27 de agosto 
de 1998 computó el tiempo de servicio como Congresista por 
sesiones de manera equivocada pues lo correcto era tomar los 
extremos laborales del 1 de enero al 30 de abril de 1998  

3. Es cierto, no obstante para dicha calenda el tiempo debe computarse 
no por sesiones sino por extremos 

4. Es cierto 
5. Es cierto 
6. Es cierto, este hecho evidencia que la pensión ya fue objeto de 

revisión y ajustada a derecho. 
7. Es cierto 

 
 

FUNDAMENTO DE LA DEFENSA. 

 

ANALISIS DEL CONCEPTO DE VIOLACIÓN. 

Sea lo primero indicar que para el momento en se causó y que el Fondo de 

Previsión Social del Congreso de la República reconoció el derecho 

pensional al causante JESUS ANTONIO GUERRERO GÓMEZ   la Corte 

Constitucional no había proferido la sentencia C- 258 de 2013, así las cosas 

la Jurisprudencia sobre el régimen de transición de estos funcionarios no 

se encontraba unificada. 

Así las cosas para verificar la aplicabilidad del régimen especial la entidad 

aplicó el artículo 2 del Decreto 1293 de 1994 que disponía: 

 “ARTÍCULO 2. Régimen de transición de los senadores, representantes, 

empleados del Congreso de la República y del Fondo de Previsión Social del 

Congreso. Los senadores, los representantes, los empleados del Congreso de 

la República y los empleados del Fondo de Previsión Social del Congreso, 

tendrán derecho a los beneficios del régimen de transición de que trata el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993, siempre que a 1 de abril de 1994 hayan 

cumplido alguno de los siguientes requisitos: 

a. Haber cumplido (40) o más años de edad si son hombres, o treinta y cinco 

(35) o más años de edad si son mujeres; 

b. Haber cotizado o prestado servicios durante quince (15) años o más. 

http://www.laleycolombiana.com/llc_contenido/Ley100/L1/T2.HTM#ar36
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De acuerdo con la disposición transcrita para que un Congresista fuera 

beneficiario del Régimen de Transición en ella previsto debe cumplir con 

alguno de los requisitos que alternativamente contempló, para el caso 

particular, a la fecha de entrada en vigencia del Sistema contaba con mas 

de 40 años de edad, primera circunstancia que le confiere el derecho a la 

aplicación del Decreto 1359 de 1993 al señor JESUS ANTONIO 

GUERREROG GÓMEZ. 

No puede pasarse por alto que el causante fue elegido Congresista para el 

periodo 1994- 1998 que inició el 20 de julio de 1994,  no obstante tomó 

posesión como suplente el día 1 de enero de 1998 . 

Así, el Concepto 1328 del 8 de febrero de 2001 emitido por la Sala de 

Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, estableció que “... Las 

personas que fueron elegidas congresistas en marzo de 1994 tienen derecho 

a solicitar la aplicación del régimen de transición propio de los congresistas 

ya que al 1 de abril de 1994, aun cuando no estaban afiliadas a dicho régimen 

y sus disposiciones no les eran aplicables con antelación al inicio del periodo 

para el cual fueron elegidas, si les ampara el beneficio del régimen especial, 

siempre y cuando se encuentren incluidos dentro de alguno o de ambos 

condicionamientos de edad cumplida o tiempo de servicios o de cotizaciones 

realizadas a dicha fecha.” 

 

La normatividad y la jurisprudencia aplicables al momento de la 

consolidación y reconocimiento del derecho pensional permitían el 

reconocimiento de la pensión bajo el régimen de la ley 4 de 1992. 

Al resolver la acción de nulidad formulada en contra del parágrafo del 

articulo 11 del Decreto 816 de 2002, la Sección Segunda del Consejo de 

Estado fijó la hermenéutica que claramente establece el alcance del 

Régimen Especial de Transición de Congresistas, recordemos que la 

disposición demandada negaba el beneficio consagrado en el Decreto 1293 

de 1994 a aquellos Congresistas elegidos por primera vez para la 

legislatura de 1998 y posteriores, es decir convertía en norma el criterio 

que ha venido sosteniendo Fonprecon respecto de la aplicación de dicho 

Régimen pues solo permitía acceder a él a quienes hubieren ostentado la 

calidad de Congresistas antes de 1994, así en la sentencia del 2 de abril de 

2009, Radicación número: 11001-03-25-000-2003-00424-01(5678-

03), con ponencia del Honorable Magistrado GERARDO ARENAS 

MONSALVE se estableció de manera inequívoca el alcance de dicho 

Régimen especial: 
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“El Decreto 1293 de 1994 fijó en el artículo 2 un régimen de transición 

para Senadores y Representantes, similar al establecido en el artículo 

36 de la Ley 100 de 1993. Para acceder al régimen de transición, 

únicamente se estableció el cumplimiento alternativo de cualquiera de 

dos (2) requisitos, cumplidos a 1º de abril de 1994.  En ninguna parte 

de los decretos 1359 de 1993 y 1293 de 1994 se excluyó del régimen de 

transición a los congresistas que fueran elegidos en legislaturas 

posteriores a la expedición de dichos decretos.    

En el régimen de transición no se puede discriminar o permitir que se 

beneficie únicamente al que cumpla esos 2 requisitos señalados en el 

artículo 2 del Decreto 1293 de 1994, elegido con anterioridad a la 

vigencia del citado decreto, excluyendo a los congresistas que también 

reunieran los requisitos, pero fueran elegidos posteriormente a su 

vigencia.  

Mas adelante señala: 

“Así las cosas, acogiendo el criterio ya expresado por la Corte 

Constitucional en el sentido de que en la fijación del régimen de 

transición existen unas expectativas que deben ser respetadas, las 

modificaciones introducidas al Decreto 1293 de 1994 a través de las 

disposiciones demandadas no se avienen a la Constitución.  En materia 

de régimen de transición frente al tránsito legislativo, si bien no se está 

en presencia de un derecho consolidado a la pensión, se trata sí del 

derecho a permanecer en el régimen diseñado, en este caso por el 

Decreto 1359 de 1993.  

 

Ha señalado la Corte Constitucional que una vez que haya entrado en 

vigencia la disposición que consagra el régimen de transición, los 

trabajadores que cumplan con los requisitos exigidos para el mismo, 

consolidan una situación jurídica concreta que no se les puede 

menoscabar. Situación que a su vez adquiere la calidad de derecho 

subjetivo que no puede ser desconocido  y le confiere a su titular la 

posibilidad del reconocimiento de la prestación en las condiciones 

prescritas en la normatividad anterior[9]. 

                                            

[9] En este sentido véase la sentencia T-169 de 2003 
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Así, al efectuar el estudio de exequibilidad del artículo 4º de la Ley 860 

de 2003 la Corte precisó: 

“(…) 

De las consideraciones transcritas se desprende, sin lugar a dudas, que 

el régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 

i)”constituye entonces un mecanismo de protección para que los 

cambios producidos por un tránsito legislativo no afecten 

desmesuradamente a quienes, si bien no han adquirido el derecho a la 

pensión, por no haber cumplido los requisitos para ello, tienen una 

expectativa legítima de adquirir ese derecho, por estar próximos a 

cumplir los requisitos para pensionares, en el momento del tránsito 

legislativo”;  ii) que este instrumento ampara a los trabajadores, 

hombres y mujeres, “que al momento de entrar en vigencia el sistema 

de pensiones”, tuvieran más de cuarenta años o treinta y cinco años 

respectivamente, y a quienes, “independientemente de su edad, 

tuvieran más de quince años de servicios cotizados”; y iii) que los 

amparados por este régimen “si bien no han adquirido el derecho a la 

pensión, por no haber cumplido los requisitos para ello, tienen una 

expectativa legítima de adquirir ese derecho, por estar próximos a 

cumplir los requisitos para pensionares, en el momento del tránsito 

legislativo”.  

  

(…) 

La Corte, entonces, para efectos de fundamentar la exequibilidad 

condicionada de los incisos 4° y 5° del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 

distinguió el derecho a la pensión, que no se consolida sino cuando se 

cumplen los requisitos que permiten acceder a la prestación, del 

derecho a permanecer en el régimen diseñado por el legislador para 

proteger a quienes sin haber alcanzado el beneficio están próximos a 

adquirirlo.  

(…) 

  “Bajo esta línea, una vez fijado mediante el Decreto 1293 de 1994 el 

régimen de transición especial para congresistas, quienes cumplan con 

los requisitos en él establecidos consolidan una situación jurídica 

concreta que no puede ser desconocida  y, frente a la existencia de una 

expectativa, no podía el ejecutivo introducir modificaciones y/o 
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adiciones al régimen ya establecido en la materia, razón suficiente 

para declarar la nulidad de las disposiciones acusadas por no consultar 

el espíritu del artículo 58 de la C.P. y del artículo 2 de la Ley 4ª de 1992.” 

Al tenor del anterior precepto resulta claro que para la aplicación del 

Régimen de transición especial de Congresistas, ni el ejecutivo a través de 

un Decreto ni Fonprecon  a través de actos administrativos de carácter 

particular podían establecer requisitos adicionales a los previstos por el 

Decreto 1293 de 1994.”  Lo que evidencia que  para el momento en que se 

causó y reconoció la pensión no existía causa alguna de ilegalidad. 

 

CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA C-608 DE 1999 Y C 258 DE 2013 EN 

EL CASO CONCRETO 

 

Notese que FONPRECON en el año 2005 realizó la revisión del 

reconocimiento pensional encontrando que se incluyeron tiquetes aereos 

como factor de liquidación, por este motivo el 25 de julio de 2005 el 

causante otorgó el consentimiento para la revocatoria directa parcial del 

acto de reconocimiento de la pensión. 

 

Con base en lo anterior, la entidad demandante reliquidó la pensión 

mediante Resolución No. 1126 del 11 de agosto de 2005 en la suma de $ 

13.550.813 para el año 2005, ajustando a derecho la pensión de jubilación. 

Así mismo una vez proferida la sentencia C- 258 de 2013 FONPRECON 

aplicó el tope de 25 salarios minimos a la mesada pensional a partir del 1 

de julio de 2013 por lo que en la actualidad la mesada pensional cumple 

con todos los requisitos de legalidad contemplados en el ordenamiento 

jurídico. 

 

De acuerdo a la sentencia C- 258 de 2013 la pensión del causante JESUS 

ANTONIO GUERERO GÓMEZ es una pensión amparada por la buena fe y la 

confianza legitima. 

 

La propia sentencia C – 258 de 2013 define estos derechos como los de  

“todos aquellos beneficiarios del régimen especial dispuesto por el artículo 
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17 de la Ley 4 de 1992, que se encontraban vinculados a este régimen, de 

conformidad con la normatividad vigente, al momento de entrar a regir la 

Ley 100 de 1993, esto es, al 1 de abril de 1994. También aquellos Congresistas 

elegidos para la legislatura de 1994 en los términos del parágrafo del 

articulo 3 del Decreto 1293 de 1994” 

De acuerdo con lo anterior mas allá del tope pensional y la exclusión de los 

tiquetes aéreos de la base de liquidación no es posible ordenar una 

reducción adicional de la mesada pensional, así lo estableció la sentencia 

C- 258 de 2013 en la cual FONPRECON basa su demanda, veamos: 

“Estas mesadas, deben ser ajustadas, sin necesidad de hacer 

reliquidaciones caso por caso, hasta bajar a 25 salarios mínimos 

legales mensuales vigentes, tope pensional que fue dispuesto por el 

Constituyente como razonable. Es decir, aquí no se trata de una 

reliquidación sino de un ajuste hacia el futuro.  

 

En este orden de ideas, disminuir aún más su monto aplicando en 

forma retroactiva las consideraciones de esta providencia en relación 

con el ingreso y los factores de liquidación atentaría contra los 

derechos adquiridos y el principio de confianza legítima de quienes 

accedieron a ellas dentro de las condiciones especiales de un régimen 

vigente, que incluso había sido declarado exequible por la Corte 

Constitucional en la Sentencia C-608 de 1992.  

 

Son varias las razones que justifican esta decisión: 

 

En primer lugar, tal y como se desarrolló en la parte motiva de esta 

providencia, en virtud del principio de confianza legítima que 

encuentra respaldo en el principio de buena fe, las autoridades y los 

particulares tienen que respetar sus actuaciones, así como también 

honrar los compromisos adquiridos, a fin de garantizar la estabilidad 

y durabilidad del sistema. 

 

En efecto, de acuerdo con el entendimiento que le ha dado la Corte a la 

confianza legítima, se trata de un principio con raigambre 

constitucional que, entre otros efectos, tiene el de prohibirles a las 
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autoridades públicas y a los poderes privados que prestan servicios 

públicos “contravenir sus actuaciones precedentes y [d]efraudar las 

expectativas que generan en los demás, a la vez que compelen a las 

autoridades y a los particulares a conservar una coherencia en sus 

actuaciones, un respeto por los compromisos adquiridos y una 

garantía de estabilidad y durabilidad de las situaciones que 

objetivamente permitan esperar el cumplimiento de las reglas propias 

del tráfico jurídico”. 

 

Esto mismo es predicable en relación con los factores salariales que se 

tuvieron en cuenta al momento de liquidar la pensión. Frente a ellos 

resultaría abiertamente irrazonable aplicar de forma retroactiva lo 

aquí decidido en relación con dichos factores. Si bien es cierto que los 

beneficiarios del régimen dispuesto por el artículo 17 de la Ley 4 de 

1992 accedieron a estas pensiones después de haber cotizado sobre 

factores salariales diferentes que no permiten que se produzca una 

relación de correspondencia entre lo cotizado y el monto de la mesada, 

esta situación obedece a decisiones adoptadas por la rama ejecutiva 

del poder público, mediante decretos que desarrollaron la Ley 4 de 

1992 y a otras determinaciones de autoridades administrativas o 

judiciales. Los pensionados se sujetaron a dichas reglas, cotizaron 

sobre los factores que el Gobierno Nacional había establecido y 

prestaron sus servicios como Congresistas, Magistrados o los demás 

cargos que por disposición normativa les era aplicable el régimen 

dispuesto por el artículo 17 de la Ley 4 de 1992. Es por ello que es 

imposible pretender que sus cotizaciones hayan logrado acumular un 

capital que financie, sin subsidio alguno, su pensión como si estuvieran 

inscritos en un régimen pensional diverso como el régimen general, o 

peor aún, un régimen de ahorro individual. 

 

De acuerdo con la regla de interpretación constitucional en este caso al ser 

beneficiario en su momento del régimen especial y haberse ajustado a 

derecho la pensión de jubilación al excluir de la base los tiquetes aéreos, no 

es procedente realizar una nueva reducción o reliquidación de la pensión 

por lo que las pretensiones de FONPRECON no están llamadas a prosperar. 
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La situación jurídica del señor JESUS ANTONIO GUERRERO GÓMEZ se 

encontraba consolidada y cumplía con los requisitos legales, así que al no 

tratarse de una pensión reconocida con abuso del derecho no puede 

aplicarse de forma retroactiva el criterio imperante en la actualidad, en 

este sentido en la sentencia de unificación del 28 de agosto de 2018 la Sala 

Plena Contenciosa del Consejo de Estado señaló: 

 

115. La Sala Plena de esta Corporación, por regla general, ha dado 

aplicación al precedente en forma retrospectiva, método al que se 

acudirá en esta sentencia, disponiendo que las reglas jurisprudenciales 

que se fijaron en este pronunciamiento se aplican a todos los casos 

pendientes de solución tanto en vía administrativa como en vía judicial 

a través de acciones ordinarias; salvo los casos en los que ha operado 

la cosa juzgada que, en virtud del principio de seguridad jurídica, 

resultan inmodificables.  

116. Para la Sala, los efectos que se dan a esta decisión garantizan la 

seguridad jurídica y dan prevalencia a los principios fundamentales de 

la Seguridad Social, por ello no puede invocarse el principio de 

igualdad, so pretexto de solicitar la no aplicación de esta sentencia.  

117. No puede entenderse, en principio, que por virtud de esta 

sentencia de unificación las pensiones que han sido reconocidas o 

reliquidadas en el régimen de transición, con fundamento en la tesis 

que sostenía la Sección Segunda del Consejo de Estado, lo fueron con 

abuso del derecho o fraude a la ley; de manera que si se llegare a 

interponer un recurso extraordinario de revisión contra una sentencia 

que haya reconocido una pensión bajo esa tesis, será el juez, en cada 

caso, el que defina la prosperidad o no de la causal invocada.  

118. Como uno de los efectos de esta decisión comprende los procesos 

administrativos en curso, la Sala solicita de manera imperiosa a las 

entidades administradoras de pensiones del Régimen de Prima Media 

con Prestación Definida que, al momento de efectuar el reconocimiento 

de la pensión, expliquen precisa, completa y detalladamente cada uno 

de los factores y/o valores numéricos tenidos en cuenta en la 

liquidación, de forma que sea comprensible al usuario y garantice un 

debido proceso administrativo. 
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Bajo las reglas de la sentencia de unificación debe tenerse en cuenta: 
 

1. El monto de la pensión del causante NO SE ENCONTRABA 
PENDIENTE DE DECISIÓN EN SEDE ADMINISTRATIVA. 

2. No puede considerarse que era una pensión reliquidada con abuso 
del derecho. 

3. La pensión se ajusta a las tesis que sostenía el Consejo de Estado. 
 

 
 

OTRAS RAZONES DE LA DEFENSA 
 
 

Pese a que los actos demandados no se encuentran viciados de nulidad en 
el presente caso solicito al Tribunal considerar también como razones de 
la defensa las siguientes: 
 
 
BUENA FE  
 
Expresada por el causante para autorizar la reducción de la mesada 
pensional y de mi poderdante al no haber intervenido en el reconocimiento 
primigenio por lo que de conformidad con el artículo 164 del CPACA no hay 
lugar al reintegro de mesadas pensionales. 
 

 
EXCEPCIONES PREVIAS 

 
1.FALTA DE AGOTAMIENTO DEL REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD.  
 

El artículo 13 de la Ley 1285 de 2009 establece respecto de la conciliación 
prejudicial, lo siguiente: 

“Artículo 13. Conciliación judicial y extrajudicial en materia 
contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando 
los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de 
procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, 
el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial.”: 

 
El artículo 161 de la Ley 1437 de 2011 señala: 
 

“Cuando la Administración demande un acto administrativo que 
ocurrió por medios ilegales o fraudulentos, no será necesario el 
procedimiento previo de conciliación 
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En el presente caso no es aplicable la anterior excepción por cuanto el acto 
no ocurrió por medios ilegales o fraudulentos pues lo que se discute es la 
interpretación de la ley  
 
 
Adicionalmente el despacho debe inaplicar por inconstitucional la anterior 
disposición pues la Ley 1285 de 2009 es de carácter estatutario, como se 
aprecia en la asignación de cuota parte: 
 
 
2. FALTA DE INTEGRACION DEL LITISCONSORCIO NECESARIO 
 

De conformidad con lo establecido en el artículo 61 del CGP, aplicable por 
remisión expresa de los artículos 227 y 306 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo el Código General del 
Proceso, se encuentra que existe litisconsorcio necesario cuando “el 
proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su 
naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y 
no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que 
sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la 
demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se 
hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y 
dar traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la 
forma y con el término de comparecencia dispuestos para el demandado. 
(…)” 

 
Solicito al despacho declarar probada ésta excepción, teniendo en cuenta 
que en la demanda no se vinculó a las entidades que concurren en la 
financiación de la pensión del señor GUERRERO GÓMEZ las cuales tienen 
interés directo en el proceso y participaron en la expedición del acto 
demandado. 
 
 

PRUEBAS 
 
Solicito al despacho decretar como pruebas las siguientes: 
 
 
Documentales: 
 
Con el fin de verificar los tiempos de servicio laborados y los factores 
salariales devengados por el causante solicito se oficie a las siguientes 
entidades: 



CÉSAR ELQUIN MOSQUERA MOSQUERA 

Abogado Especialista 

Carrera 6 Nº 14 – 98, Oficina 904, Tel 3421852 y 3116056580 Bogotá D. C. 

 
- Cámara de Representantes con el fin de establecer los salarios 

devengados desde el 24 de agosto de 1994 y hasta el 30 de abril de 1998 
por el causante JESUS ANTONIO GUERRERO GÓMEZ. 

 
 

ANEXOS 
 
Poder para actuar 
 

NOTIFICACIONES 
 
Recibo notificaciones en la Carrera 6 No.14-98 oficina 904, edificio 
Condominio Parque Santander y en el correo cesarelquin@hotmail.com  
 
 
De usted, atentamente, 
 
 
 
 

CÉSAR ELQUIN MOSQUERA MOSQUERA 
C. C. No. 79´807.703 de Bogotá 
T. P. No. 116.402 del C. S. de la J. 
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